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Extinguiendo el dominio. 
Daños y perjuicios.
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El día 9 de agosto de 2019 se publicó en el DOF, el Decreto por el que se expide la Ley Nacional de Extinción de Dominio 
(LNED), y se reforman y adicionan diversas disposiciones del Código Nacional de Procedimientos Penales, de la Ley 
Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público, de la Ley de Concursos Mercantiles y de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal.

De conformidad al texto del artículo 172 de la LNED, el proceso de extinción constará de dos etapas: 

1) La etapa preparatoria, que es en la que el MP hará las investigaciones necesarias para reunir los elementos en que 
apoyará su acción de extinción de dominio; y 

2) La etapa judicial, la cual iniciará con la presentación de la demanda por parte del MP ante el Juez, en la que indicará, 
entre otras cosas, los bienes sobre los que solicita la extinción de dominio así como el nombre de la parte demandada.

Ahora bien, el numeral 173 establece la posibilidad de que el MP, antes de que presente su demanda de extinción de 
dominio, solicite al Juez el (1) aseguramiento de los bienes materia de la acción de extinción de dominio, ello a través de 
medidas cautelares.  Si este fuere el caso, el diverso 186 dispone que una vez materializada la medida cautelar, el MP 
tendrá 4 meses para decidir si archiva temporalmente las actuaciones o si (3) ejerce la acción de extinción de dominio, 
cabiendo la posibilidad de que (2) prorrogue este plazo por 2 meses más.

Así las cosas, presentada la demanda, (4) el Juez contará con un plazo de 3 días para resolver sobre su admisión. En caso 
de que la demanda fuere obscura o irregular, (5) prevendrá al MP para que dentro del plazo de 3 días la corrija.

Conforme al numeral 195, una vez que (6) fue admitida la demanda se emplazará a la parte demandada y persona 
afectada, para que, en un plazo de 15 días, la contesten.

El artículo 206 establece que, (7) una vez vencido el plazo para las contestaciones de la demanda, el Juez, (8) dentro de 
un plazo de 5 días, dictará un auto en el cual señalará día y hora para la celebración de la audiencia inicial, misma que 
deberá de celebrarse dentro del plazo de 15 días hábiles.

Por su parte, el 208 indica que (9) en la audiencia inicial se resolverá, entre otras cuestiones, el señalamiento de día y 
hora para la celebración de (10) la audiencia principal, la cual deberá de llevarse a cabo del plazo de 15 días hábiles 
siguientes.
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En la audiencia principal, según el artículo 209, se desahogarán las pruebas, alegatos y se emitirá la (11) sentencia ya sea 
en la misma audiencia, o dentro de los 8 días siguientes, ello conforme al 210.

De acuerdo al numeral 164 fracción II, se cuenta con un plazo de 9 días siguientes a que surta efectos la notificación de la 
sentencia, para interponer (12) el recurso de apelación en su contra.

Conforme al numeral 165, una vez presentada la apelación, el Juez la analizará y (13) dentro de 24 horas, determinará si 
se interpuso conforme a lo señalado en el artículo 164, y entre otras cosas, ordenará que se corra traslado al colitigante, 
para que, (14) dentro del plazo de 9 días, conteste los agravios si a su interés conviene. Una vez transcurrido ese plazo de 
9 días, (15) el Juez remitirá a su superior jerárquico la apelación.

Según el artículo 166, una vez que (16) son recibidas las constancias por el tribunal de segunda instancia, éste procederá a 
dictar auto dentro de las 24 horas siguientes en el que determinará si la admite o no. Si es admitida, (17) entonces deberá 
citar a las partes, dentro de un plazo de 15 días, para que oigan la resolución.

Ahora bien, conforme al artículo 170 fracción de la ley de amparo, (18) el juicio de amparo directo procede contra sentencias 
definitivas que pongan fin al juicio; para lo cual se contará con un plazo de 15 días hábiles contados a partir del día siguiente 
a aquél en que surta efectos la notificación de la misma, demanda que se deberá presentar por conducto de la autoridad 
responsable (176 ley de amparo).
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Así las cosas, el artículo 177 de la ley de amparo, previene que la autoridad responsable, (19) podrá prevenir al quejoso si 
hubieren faltado las copias de traslado de ley, otorgándole para ello un plazo de cinco días.

Una vez que (20) se hubiere vencido el mencionado plazo, la autoridad responsable, de acuerdo al artículo 178 de la ley 
de amparo, deberá,  dentro de (21) un plazo de 5 días notificar al tercero interesado, así como rendir su informe justificado 
al Tribunal Colegiado (TCC).

Recibido (22) el amparo directo (AD) en el TCC, el presidente del mismo cuenta con un (23) plazo de 3 días para resolver 
si admite la demanda, previene al quejoso para que un plazo de 5 días la subsane, o lo desecha, ello con fundamento en 
el diverso 179 de la Ley de amparo.

En caso de que hubiere habido prevención, (24) una vez vencido el plazo de 5 días otorgado para su regularización, 
conforme al 181 de la ley de amparo, el presidente del TCC, (25) admitirá la demanda y mandará notificar a las partes el 
acuerdo relativo, para que un plazo de 15 días presenten alegatos o promuevan amparo adhesivo. 

Una vez (26) vencido este plazo, dentro del (27) plazo de 3 días, el presidente del TCC turna el expediente al magistrado 
ponente, para que formule proyecto de resolución dentro del (28) plazo de 90 días. Así las cosas, suponiendo que los 
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plazos legales procesales se cumplan (cosa que en la práctica es casi imposible por la carga de trabajo que tienen los 
tribunales), tenemos que en el mejor de los casos, un procedimiento de extinción de dominio, que inicie por ejemplo el 2 de 
septiembre de 2019 con el aseguramiento solicitado por el MP, puede tener una duración de 1 año y 7 meses.

Ahora bien, ¿qué sucede con todo ese tiempo que el bien estuvo asegurado? 

El artículo 185 de la LNED establece que queda expedito el derecho de la parte de demandada o de la parte afectada para 
pedir el pago de daños y perjuicios en UN JUICIO DIVERSO cuando la medida cautelar sea levantada o bien, el MP no 
obtenga sentencia favorable sobre el objeto de la extinción de dominio.

Lo que significa que deberá iniciarse otro largo juicio para que esa parte afectada acredite ante otro juez los daños y 
perjuicios que sufrió derivados del aseguramiento decretado conforme al procedimiento que nos ocupa.



Comisión de Apoyo al Ejercicio Independiente 2.0

Autor:
Auditor Jaime Gómez Hernández

La nueva forma de contabilizar 
en México
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Introducción
Durante más de 30 años, la Comisión de Principios de Contabilidad (CPC) del Instituto Mexicano de Contadores Públicos 
A.C. fue la responsable de emitir la normatividad contable en nuestro país, mediante los Principios de Contabilidad 
Generalmente Aceptados.

A partir del 2004, el Consejo Mexicano para la Investigación y Desarrollo de Normas de Información Financiera (CINIF) es 
el organismo que asume la responsabilidad de emitir la normatividad contable en México, bajo la denominación de Normas 
de Información Financiera que sustituye el término de Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados.

En la actualidad es difícil de creer, pero en el ámbito contable y empresarial aún se encuentran responsables del área 
contable de las empresas que se refieren a preceptos que establecían estos principios de contabilidad generalmente 
aceptados, para efectos de soportar la forma en que registran sus operaciones y el cómo está establecida la estructura del 
sistema contable de sus empresas.

Desarrollo
En los últimos años se han suscitado importantes cambios en la manera en que se deben de registrar y presentar en los 
Estados Financieros, en virtud de que las operaciones que realizan las empresas en México son cada vez más complejas. 
Estos cambios obedecen a lo que está ocurriendo en el entorno internacional específicamente en las Normas Internacionales 
de Información Financiera (NIIF) dado que en una economía global la importancia de que la información financiera sea útil 
obedece sobre todo a que sea comparable, esto es, que los estados financieros en México o en cualquier otro país del 
mundo estén preparados bajo los mismos preceptos para la toma de decisiones globales por los interesados. 

Preocupado por estos cambios el Consejo Mexicano para la Investigación y Desarrollo de Normas de Información Financiera 
(CINIF), se ha encargado ya sea de actualizar el contenido de las normas existentes o de emitir nuevos pronunciamientos 
que cubran los vacíos en la normatividad contable en nuestro país, así como que las NIF converjan con las NIIF.

Desde el 2006 el CINIF ha actualizado y emitido un conjunto de nuevas normas, pero en 2018 y 2019 se presentaron 
muchos cambios importantes que dependiendo del giro de la empresa pueden tener un impacto significativo en la estructura 
de sus Estados Financieros, así como en la forma en que se registran las operaciones que realizan.

Las normas que entran en vigor a partir del 1 de enero de 2018 son las siguientes:

• NIF B-17, Determinación del valor razonable
• NIF C-2, Inversión en instrumentos financieros
• NIF C-3, Cuentas por cobrar 
• NIF C-9, Provisiones, contingencias y compromisos
• NIF C-10, Instrumentos financieros derivados y relaciones de cobertura
• NIF C-16, Deterioro de instrumentos financieros por cobrar
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•	NIF C-19, Instrumentos financieros por pagar
•	NIF C-20, Instrumentos de financiamiento por cobrar
•	NIF D-1, Ingresos por contratos con clientes
•	NIF D-2, Costos por contratos con clientes

La norma que entra en vigor a partir del 1 de enero de 2019 es la siguiente:

• NIF D-5 Arrendamientos

De las anteriores, se concentran y listan las normas con cambios más importantes que pueden impactar la información 
financiera de la mayoría de las empresas en México por tratarse de rubros de operaciones habituales:

• Rubro de Cuentas por Cobrar (NIF C-3, C-16 y C-20)
- Cambia el termino Cuenta por Cobrar a Instrumento Financieros Por Cobrar (IFC).
- Desde el registro inicial se debe reconocer el valor del dinero en el tiempo.
- Se especifica la clasificación de IFC dependiendo el modelo de negocios de la Entidad: recibir rendimientos 
o negociarlos.
- Si el IFC genera intereses se debe valuar y registrar a su costo amortizado.
- Se reconoce el término de tasa de interés efectiva.
- La estimación de cuentas incobrable se denomina ahora Perdida Crediticia Esperada (PCE).
- La PCE se debe registrar desde que se reconoce el IFC, no hasta que hay imposibilidad práctica de cobro.
- La PCE se determinar en base al nivel de riesgo por IFC, así como en porcentajes su posibilidad de 
incumplimiento y severidad de la perdida, dependiendo de las experiencias históricas de perdidas crediticias.

• Rubro de Ingresos (NIF D-1 y D-2)
- Previo a estas normas no existía pronunciamiento contable en México sobre el registro, valuación y 
presentación de los ingresos.
- El principio básico para la posibilidad de registrar un ingreso es la transferencia del control del bien o servicio 
prestado.
- Por cada contrato con cliente se tienen que identificar las obligaciones a cumplir.
- El precio de la transacción se debe dividir entre cada obligación a cumplir en el contrato.
- Se introduce el concepto de cuenta por cobrar condicionada, al cumplir con una obligación del contrato nace 
un derecho incondicional de cobro.
- La valuación del ingreso debe considerar si hay componente de financiamiento.
- Los costos relacionados con el contrato del cliente se deben reconocer inicialmente como un activo y 
posterior amortizarse a resultados conforme se reconozca el ingreso.

• Rubro de Gastos (NIF D-5) 
- El registro contable y presentación para el arrendador no tiene cambios, solo se requieren más elementos 
de revelación.
- Para el arrendatario cambia totalmente el reconocimiento contable se debe registrar un activo y pasivo de 
todos los arrendamientos con duración superior a 12 meses.
- Se debe registrar un activo por el derecho de uso y un pasivo por obligación de pagos del arrendamiento.
- El activo de derecho de uso se debe depreciar a la tasa de un activo similar propiedad del arrendatario.
- El pasivo por arredramiento disminuye con cada pago mensual de la renta.
- Se sustituye el cargo a resultados del pago de arrendamiento mensual, con la depreciación del activo por 
derecho de uso y el interés en el resultado integral de financiamiento.
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Conclusión

La disciplina contable siempre ha sido un factor de desarrollo para el ámbito empresarial y económico en México, siendo 
una de las profesiones mejor organizadas en el país, por lo que debe ir a la vanguardia con las tendencias nacionales e 
internacionales cumpliendo con las nuevas necesidades del usuario de la información financiera cada vez más global. 

Esta serie de cambios y nueva normatividad contable debe cambiar la manera en que entendemos a nuestra profesión, por 
lo que es responsabilidad de los involucrados en la contaduría pública de todos niveles: desde las universidades, maestros, 
alumnos, profesionistas colegiados y que trabajan en el ámbito público y privado o ejerciendo de manera independiente, de 
tener en cuenta la importancia de las Normas de Información Financiera cuyo objetivo principal es captar la real sustancia 
económica y materialidad de las operaciones que realizan las empresas y la manera en que se valúan y presentan en los 
Estados Financieros, lo cual es tan importante en nuestro país sobre todo para el ente tributario.



Autor:
CPC Luis Alberto García Sánchez

Norma de Información 
Financiera C-19 

“Instrumentos 
financieros por pagar”

Comisión de Dictamen
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El objetivo de esta norma es establecer las normas de valuación, presentación y revelación para el reconocimiento inicial y 
posterior de los Instrumentos Financieros por Pagar (IFP) en los estados financieros de una entidad económica.

Los IFP se generan por contratos en los que la entidad se obliga a entregar efectivo, otros activos financieros o instrumentos 
financieros de capital de acuerdo con las condiciones de dicho contrato.

Esta NIF incluye todas las modificaciones desde su fecha de aprobación hasta antes de su entrada en vigor por distintas 
mejoras para uniformar todos los criterios establecidos por las normas particulares que tratan el tema de instrumentos 
financieros, el cual abarca las NIF:

NIF C-2 “Inversión en instrumentos financieros”
NIF C-3 “Cuentas por cobrar”
NIF C-9 “Provisiones, contingencias y compromisos”
NIF C-10 “Instrumentos financieros derivados y relaciones de cobertura”
NIF C-16 “Deterioro de los instrumentos financieros por cobrar”
NIF C-19 “Instrumentos financieros por pagar”
NIF C-20 “Instrumentos financieros para cobrar principal e interés”

CONDICIONES DE RECONOCIMIENTO
a) Cuentas por pagar a proveedores cuando la entidad se convierte en una de las partes del contrato al haber 
recibido los riesgos y beneficios de un bien o cuando un servicio le fue prestado.

b) Préstamos recibidos cuando la entidad recibe los recursos del acreedor o de los tenedores de los instrumentos.

c) Instrumentos financieros por pagar emitidos por la entidad.

RECONOCIMIENTO INICIAL
Todos los pasivos financieros deben ser reconocidos inicialmente al valor razonable de la contraprestación por pagar y, 
subsecuentemente, a su costo amortizado mediante el método de interés efectivo.

RECONOCIMIENTO POSTERIOR DEL COSTO AMORTIZADO
El costo amortizado debe incluir, entre otros, los incrementos por el interés efectivo y las disminuciones por los pagos de 
principal e interés y, en su caso, el efecto de cualquier condonación que se haya obtenido sobre el monto a pagar.

El interés efectivo debe reconocerse en la utilidad o pérdida del periodo en que se devenga o en su caso capitalizarlo 
conforme a la NIF D-6 Capitalización del RIF. 
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IFP A PROVEEDORES
El reconocimiento inicial de las cuentas por pagar a proveedores debe hacerse al valor razonable de los bienes y servicios 
recibidos, al considerarse devengada la operación que les dio origen. Se considera que no existe un financiamiento en las 
cuentas por pagar a proveedores, cuando el plazo de pago es el utilizado generalmente para operaciones comerciales. 
Para efectos prácticos se considera que no existe un financiamiento cuando el plazo de pago no excede de un año.

IFP POR PRÉSTAMOS RECIBIDOS
Si una entidad recibe un préstamo y paga una comisión al inicio del crédito por adelantado, que origina que la tasa de 
interés contractual esté sustancialmente fuera de mercado, la entidad debe reconocer el valor presente del monto neto 
de los flujos, incluyendo la comisión pagada, como parte de los intereses del préstamo y reconocer el gasto por interés 
utilizando una tasa de interés efectiva que incluya dicho pago inicial.

RECONOCIMIENTO EN EL ESTADO DE RESULTADOS INTEGRAL

GANANCIAS Y PÉRDIDAS
La entidad debe reconocer el gasto por interés efectivo de los IFP a medida que se devenga, con base en la tasa de interés 
efectiva.

La diferencia entre el valor en libros de un pasivo financiero (o de una parte del mismo) que se extingue o se transfiere a 
un tercero y el monto de la contraprestación pagada debe reconocerse en la utilidad o pérdida neta.
 

NORMAS DE PRESENTACIÓN

NORMAS RELATIVAS AL ESTADO DE SITUACIÓN FINANCIERA

Los pasivos deben presentarse en el estado de situación financiera separando los que se originan por transacciones 
comerciales (proveedores) y otras operaciones (tales como las otras cuentas por pagar y retenciones de impuestos), 
de los que se originan por financiamiento. Asimismo, los pasivos que se originan por financiamiento y se valúan a costo 
amortizado deben presentarse netos de los costos de transacción por amortizar.

NORMAS RELATIVAS AL ESTADO DE RESULTADO INTEGRAL
La entidad debe presentar en un rubro por separado del estado de resultado integral, que forma parte de la utilidad o 
pérdida neta: 

- El importe del interés efectivo devengado en el período, en el rubro de gastos por intereses.

- El importe derivado de la conversión de los IFP denominados en moneda extranjera o en alguna otra unidad de 
intercambio, presentándolo en el rubro de fluctuaciones cambiarias.

- Las ganancias o pérdidas por baja de pasivos en un rubro específico de la utilidad o pérdidas cambiarias.

- Las variaciones en el valor razonable de un IFP designado a ser valuado bajo dicha base deben presentarse en el 
RIF o en un rubro específico de la utilidad o pérdida neta, según sea el tipo de entidad.

NORMAS DE REVELACIÓN

Una entidad debe revelar las bases de clasificación y de valuación (a costo amortizado o valor razonable) de los IFP que 
se presente en los estados financieros que sean relevantes para proveer información suficiente, como sigue:
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- La naturaleza de los IFP que la entidad ha designado a ser valuados a valor razonable y cómo cumple con el 
reconocimiento posterior.

- Las bases de valuación de los pasivos financieros valuados a costo amortizado y a valor razonable.

NATURALEZA Y EXTENSIÓN DE LOS RIESGOS ORIGINADOS POR LOS IFP
Para cumplir con el objetivo de efectuar una adecuada revelación de riesgos, una entidad debe revelar información que 
permita a los usuarios de los estados financieros evaluar la naturaleza y extensión de los riesgos generados por los IFP, 
a los que la entidad esté expuesta al final del período. Analizando conjuntamente revelaciones cualitativas y cuantitativas.

Revelaciones del riesgo de mercado, riesgo de liquidez y riesgo de crédito propio.

VIGENCIA

Entran en vigor a partir del 1° de enero de 2018.

PUNTOS A CONSIDERAR POR EL AUDITOR:

- Que la información de los ejercicios anteriores que se presenten en forma comparativa sean reformulados, ya que 
la aplicación de esta norma es retrospectiva.

- Que el registro de la parte de provisiones, contingencias y compromisos se traslada   a la NIF C-19 “Provisiones, 
contingencias y compromisos”.



Autor:
CPC José López González

Norma Internacional de 
Auditoría 300

Planificación de la Auditoría de Estados Financieros

Comisión de Dictamen
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Introducción 
Antes de realizar la planificación de la auditoría de estados financieros, es necesario realizar algunas actividades, es decir 
aplicar algunos procedimientos requeridos por las siguientes NIA’s:

•	 210 Acuerdo de los términos del encargo de auditoría
•	 220 Control de calidad de la auditoria de estados financieros

La NIA 210 nos invita a que debemos acordar los términos del encargo de auditoría con la dirección, o en su caso, con 
los responsables del gobierno de la entidad, tomando en cuenta que el objetivo del auditor es aceptar o continuar con un 
encargo de auditoría.

La NIA 220 trata de los aspectos relacionados con la continuidad de las relaciones con el cliente, así como la evaluación 
del cumplimiento de los requerimientos de ética aplicables, incluidos los relativos a la independencia.

Requerimientos de ética aplicables:

•	 Integridad
•	 Objetividad
•	 Competencia y diligencia profesionales
•	 Confidencialidad, y
•	 Comportamiento profesional

Desarrollo

Alcance de la NIA 300

Esta Norma Internacional de Auditoría (NIA) trata de la responsabilidad que tiene el auditor de planificar la auditoría de 
estados financieros. Esta NIA está redactada en el contexto de auditorías recurrentes. Las consideraciones adicionales a 
un encargo de auditoría inicial figuran separadamente. 

La función y el momento de realización de la planificación

La planificación de una auditoría implica el establecimiento de una estrategia global de auditoría en relación con el encargo 
y el desarrollo de un plan de auditoría. Una planificación adecuada favorece la auditoría de estados financieros en varios 
aspectos, entre otros los siguientes:

•	 Ayuda al auditor a prestar una atención adecuada a las áreas importantes de la auditoría.
•	 Ayuda al auditor a identificar y resolver problemas potenciales oportunamente.
•	 Ayuda al auditor a organizar y dirigir adecuadamente el encargo de auditoría, de manera que este se realice de forma 

eficaz y eficiente.
•	 Facilita la selección de miembros del equipo del encargo con niveles de capacidad y competencia adecuados para 

responder a los riesgos previstos, así como la asignación apropiada del trabajo a dichos miembros.
•	 Facilita la dirección y supervisión de los miembros del equipo del encargo y la revisión de su trabajo.
•	 Facilita, en su caso, la coordinación del trabajo realizado por los auditores de componentes y expertos.

Objetivo
El objetivo del autor es planificar la auditoría con el fin de que sea realizada de manera eficaz.

Requerimientos
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Participación de miembros clave del equipo del encargo
El socio del encargo y otros miembros claves del equipo del encargo participarán en la planificación de la auditoría, incluida 
la planificación y la participación en la discusión entre los miembros del equipo del encargo. 

Actividades preliminares del encargo
El auditor llevará a cargo las siguientes actividades al comienzo del encargo de auditoría actual:

a) La aplicación de los procedimientos requeridos por la NIA 220 relativos a la continuidad de las relaciones con 
clientes y el encargo específico de auditoría.

b) Evaluación del cumplimiento de los requerimientos de ética aplicables incluidos los relativos a la independencia 
de conformidad con la NIA 220. 

c) Establecimiento de un acuerdo de los términos del encargo, tal como requiere la NIA 210.

Actividades de planificación
El auditor establecerá una estrategia global de auditoría que determine el alcance, el momento de realización y la dirección 
de la auditoría, y que guíe el desarrollo del plan de auditoría.

Para establecer la estrategia global de auditoría, el auditor:
a) Identificará las características del encargo que definen su alcance.

b) Determinará los objetivos del encargo en relación con los informes a emitir con el fin de planificar el momento de 
realización de la auditoría y la naturaleza de las comunicaciones requeridas.

c) Considerará los factores que, según el juicio profesional del auditor, sean significativos para la dirección de las 
tareas del equipo del encargo.

d) Considerará los resultados de las actividades preliminares del encargo y, en su caso, si es relevante el conocimiento 
requerido en otros encargos realizados para la entidad por el socio del encargo, y 

e) Determinará la naturaleza, el momento de empleo y la extensión de los recursos necesarios para realizar el 
encargo.

El auditor desarrollará un plan de auditoría el cual incluirá una descripción de:
a) La naturaleza, el momento de realización y la extensión de los procedimientos planificados para la valoración del 
riesgo, como determina la NIA 315.

b) La naturaleza, el momento de realización y la extensión de los procedimientos de auditoría posteriores planificados 
relativos a las afirmaciones, tal como lo establece la NIA 330.

c) Otros procedimientos de auditoría planificados cuya realización se requiere para que el encargo se desarrolle 
conforme con las NIA.

El auditor actualizará y cambiará cuando sea necesario en el transcurso de la auditoría la estrategia global de auditoría y 
el plan de auditoría.

El auditor planificará la naturaleza, el momento de realización y la extensión de la dirección y supervisión de los miembros 
del equipo del encargo, así como la revisión de su trabajo.
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Documentación	

El auditor incluirá en la documentación de auditoría:

a) La estrategia global de auditoría; 

b) El plan de auditoría;

c) Cualquier cambio significativo realizado durante el encargo de auditoría en la estrategia global de auditoría o en 
el plan de auditoría, así como los motivos de dichos cambios.

Consideraciones adicionales en encargos de auditoría iniciales

El auditor realizará las siguientes actividades antes de empezar una auditoría inicial:

a) La aplicación de los procedimientos requeridos por la NIA 220 relativos a la aceptación de las relaciones con 
clientes y el encargo específico de auditoría;

b) La comunicación con el auditor predecesor cuando se haya producido un cambio de auditores, en cumplimiento 
con los requerimientos de ética aplicables.

Conclusiones
Esta Norma trata de la responsabilidad que tiene el auditor de planificar la auditoría de estados financieros, encontrando 
una guía de aplicación que le ayudará a establecer una estrategia general que le permita alcanzar el objetivo de auditoría, 
así como determinar el alcance, el momento de realización y la dirección de la auditoría.

Debemos de incluir en esta etapa la importancia relativa o materialidad, la cual nos va a permitir en la ejecución del trabajo, 
revisar la cifra o cifras que estén por encima del nivel de la importancia relativa establecida para los estados financieros en 
su conjunto. 

Para tener éxito en el desarrollo del encargo, es necesario crear un equipo de trabajo, que tenga la experiencia y el 
conocimiento técnico, que respondan a las necesidades del cliente. Es importante que el personal que va a participar 
en la auditoría realice visitas a las instalaciones de la empresa, principalmente donde se lleve a cabo los procesos más 
relevantes de su actividad preponderante, por ejemplo: en las instalaciones donde se ubica la planta y se lleva a cabo la 
fabricación de los artículos que comercializa, etc.

En la planificación de la auditoría es importante lograr un conocimiento total de la empresa, lo que nos llevara a identificar 
más fácil los:

•	 Riesgos significativos y su impacto en los estados financieros
•	 Riesgos significativos de fraude, y
•	 Determinar las transacciones significativas que se hicieron en el ejercicio.

Por último debemos de documentar la auditoría, que es la base del auditor para llegar a una conclusión sobre el cumplimiento 
de los objetivos globales, en donde vamos a incluir:

•	 La estrategia global de auditoría
•	 El plan de auditoría
•	 Los resultados de los procedimientos de auditoría aplicados y la evidencia de auditoría obtenida
•	 Las cuestiones significativas que surgieron en la realización de la auditoría
•	 Discusiones sobre cuestiones significativas mantenidas con la dirección.



Iniciativa de
reformas fiscales 2020

Autor:
CPC José Mario Nuño Benavides

Comisión Fiscal
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En la Iniciativa de Reformas Fiscales para el ejercicio de 2020, se contienen dentro de las correspondientes al Código 
Fiscal de la Federación, un Título Sexto denominado “De la Revelación de Esquemas Reportables”, que pretende crear 
para las autoridades fiscales un tipo “padrón de asesores fiscales”, quienes, de aprobarse esa propuesta, estarán obligados 
a revelar a la autoridad esquemas que para el Servicio de Administración Tributaria (SAT) han sido identificados como 
planeación agresiva, que tiende a causar un daño económico a las arcas del Gobierno Federal.

De tal forma que la autoridad fiscal pretende conocer de parte de todos los contribuyentes que implementen alguna 
alternativa y/o planeación fiscal en sus operaciones rutinarias o extraordinarias, la obligacion de darlas a conocer de forma 
previa, antes de su implementación, a un comité que para tales efectos se pretende constituir, el cual evaluará su viabilidad 
y/o legalidad para su debida aprobación.

En otras palabras, sin entrar aún en definiciones técnicas un “Esquema Reportable” se define como aquella estrategia que 
haya sido identificada por la autoridad fiscal y se ubique en una lista muy completa de supuestos, sin que sea necesario 
listarlos en este documento, pero que incluyen un supuesto final  de “resumidero”, por si hay algo que se haya pasado 
listar. En palabras comunes, un Esquema Reportable es aquel que haya generado un beneficio fiscal legal, pero “indebido 
para la autoridad”. 

También se indica que, si podías haber realizado una transacción de otra manera, mediante la cual se hubieran pagado 
más impuestos y, elegiste una que te hizo pagar menos impuestos, pudieras caer en este supuesto, es decir, en total 
contrasentido de la Doctrina de Planeación fiscal que estudiamos en las especiliadades y posgrados de las más prestigiosas 
Universidades.

Así, a manera de ejemplo, pudiéramos llegar al caso absurdo en el que un asesor fiscal, -como lo denomina la iniciativa 
de Reforma-, te sugiera tributar como Régimen de Incorporación Fiscal, en lugar de Actividad Empresarial para Personas 
Físicas y, si dicha decisión tuvo por objeto el solo pago menor de los impuestos, pudiera calificar como esquema reportable.

Quiénes son asesores fiscales 
Cualquier persona que esté involucrada en el diseño, comercialización, implementación, administración, entre otros, de 
un esquema reportable o incluso quien pone a disposición un esquema reportable para su implementación por parte de 
un tercero. No importa la profesión, la actividad ordinaria que realice. Pueden ser un Notario Público, Corredor Público, 
asesor financiero, un vendedor de seguros, un vendedor de autos de lujo, -que luego ofrecen esquemas de arrendamiento 
con servicios facturados por separado-, un contador interno de la empresa, etc. Con el hecho de verse involucrado en su 
asesoría e implementación, podría ser sujeto de dicho padrón de asesores fiscales.

Si el contribuyente cuenta con varios asesores fiscales y, como suele ocurrir, todos emiten una opinión sobre una alternativa, 
se dispone en la inciativa que todos se encuentran obligados a revelar un mismo esquema reportable, y que se considerará 
que los mismos han cumplido con la obligación, cuando uno de ellos revele dicho esquema a nombre y por cuenta de todos 
ellos. Es decir, uno solo asesor fiscal puede dar el nombre de otros asesores fiscales que hayan participado de alguna 
manera en el esquema reportable, sin necesitar la aceptación ni opinión de los demás asesores involucrados en dicho 
esquema.

Sin embargo, con la finalidad de brindar protección y certeza a los asesores fiscales, para ser liberados de la obligación de 
revelar un esquema reportable, deberán recibir una constancia donde se establezca que uno de los asesores ha cumplido 
la obligación y ha liberado de la obligación a los demás asesores allí previstos.

Obligaciones de los asesores “Declaraciones informativas”
Los asesores fiscales deberán de presentar una declaración informativa en el mes de febrero de cada año, que contenga 
una lista con los nombres, denominaciones o razones sociales de los contribuyentes, así como su clave en el registro 
federal de contribuyentes, a los cuales brindó asesoría fiscal respecto a los esquemas reportables.
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Se esta proponiendo que los esquemas reportables se clasifiquen en 1.- Generalizados: masivos para todo tipo de 
contribuyentes y 2.- Personalizados: los que se adaptan a las circunstancias particulares de cada contribuyente. Una vez 
que el esquema haya sido revelado, el SAT emitirá un número de identificación del mismo, para que sea incluido en las 
declaraciones de impuestos de los contribuyentes a partir de la implementación del esquema, en caso de ser aprobado por 
el comité instituido por parte del SAT y la SHCP.

Procedimientos legales
La revelación de un esquema reportable, también debe incluir entre las generalidades una descripción detallada del 
beneficio fiscal obtenido o esperado, la descripción detallada del esquema reportable, así como las disposiciones jurídicas 
nacionales o extranjeras aplicables. Entendiendo por descripción detallada, cada una de las etapas que integran el plan, 
proyecto, propuesta, asesoría, instrucción o recomendación para materializar la serie de hechos o actos jurídicos que den 
origen al beneficio fiscal. 

En caso de que el esquema lo reporte el contribuyente, se deberá indicar el nombre, denominación o razón social de los 
asesores fiscales, en caso de que existan.

Ahora bien, una vez que los asesores o contribuyentes reporten el esquema, la autoridad fiscal en algo así como una 
Inquisición Fiscal, contará con un plazo máximo de ocho meses, para determinar si el esquema es “legal”; y en caso de ser 
“incorrecto”, emitirá una  resolución firme. El asesor fiscal deberá notificar dicha situación a los contribuyentes a los cuales 
haya prestado sus servicios respecto a ese esquema, en un plazo máximo de 60 días a partir de la notificación de dicha 
resolución, para que éstos no apliquen o dejen de aplicar los actos jurídicos que lo constituyan.

Procedimientos legales para las autoridades fiscales
La revelación de un esquema reportable no implica la aceptación o rechazo de sus efectos fiscales por parte de las 
autoridades fiscales. No obstante, la información será analizada por un Comité que estará integrado en partes iguales por 
miembros de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Servicio de Administración Tributaria. Por supuesto muy 
criticable que no se integre con cúpulas empresariales o la Procuraduría de Defensa del Contribuyente (Prodecon), de tal 
forma que sea un comité mixto y verdaderamente imparcial.

La opinión emitida por el Comité podrá ser impugnada ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa o podrá iniciar 
un procedimiento de resolución de controversias previsto en un tratado para evitar la doble imposición, cuando este último 
sea procedente.

En máximo ocho meses dicho Comité notificará su opinión sobre la legalidad del esquema reportable, y lo interesante es 
que será vinculante para los asesores fiscales, contribuyentes y autoridades fiscales. 

En caso que el Comité no notifique su opinión en dicho plazo de 8 meses, se considerará la legalidad de los beneficios 
fiscales del esquema reportable en tanto no exista tal notificación, es decir, lo que conocemos en terminos legales como 
“afirmativa ficta limitada”.

No dejar pasar por alto, que con esta nueva iniciativa se podrían reactivar lo que en el pasado conocíamos como 
“confirmaciones de criterio”, donde podíamos ir a solicitar por escrito el criterio a las autoridades fiscales y esto podría 
brindar seguridad jurídica a los contribuyentes, sin embargo, también tiene como oposición que los asesores estarían 
revelando sus secretos profesionales.

Asimismo, vale la pena comentar que la autoridad publicará en la página de Internet del Servicio de Administración Tributaria 
un extracto de los esquemas reportables, que se consideren ilegales en virtud de una jurisprudencia obligatoria a nivel 
nacional aplicable a dichos esquemas.
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Plazos y disposiciones transitorias
La autoridad  está otorgando un plazo de 6 meses para preparar los formatos y sistema para recibir los esquemas 
reportables, entendiendo que la obligación de revelar los esquemas reportables comenzará a computarse a partir del 1 
de julio de 2020, no obstante los esquemas a reportar son los diseñados, comercializados, organizados, implementados 
o administrados a partir del año 2020, o con anterioridad a dicho año cuando alguno de sus efectos fiscales se refleje en 
los ejercicios fiscales comprendidos a partir de 2020, es decir, como cuando los contribuyentes reflejen pérdidas fiscales y 
haya estado involucrado un esquema reportable.

Multas para asesores y Contribuyentes
En la inciativa se plantean diversas infracciones y multas relacionadas con los esquemas reportables, pero sin duda la que 
llama en extremo la atención, es la relativa para los asesores fiscales que NO revelen un esquema reportable, o lo revelen 
de forma incompleta o con errores, o hacerlo de forma extemporánea, sin importar que se haga de forma espontánea. 

Al respecto, incluso se considera que la información se presenta de forma incompleta o con errores, cuando la falta de esa 
información o los datos incorrectos afecten sustancialmente el análisis del esquema reportable.

Dicha sanción tiene un margen de entre $50,000 y $ 20´000,000.

Ahora bien, por lo que respecta a las sanciones para los contribuyentes, destacan las siguientes: a) Para el caso en que 
los contribuyentes no revelen un esquema reportable, estando obligados a ello (por ejemplo, si existe una cláusula de 
confidencialidad con su asesor fiscal, o si el contribuyente no cuenta con asesor fiscal externo), la sanción será el no aplicar 
el beneficio fiscal previsto en el esquema y una multa equivalente a una cantidad ente el 50% y el 75% del monto del 
beneficio fiscal del esquema que se obtuvo o se esperó obtener en todos los ejercicios fiscales que involucra o involucraría 
la aplicación del esquema).

b) En el caso de que se implemente un esquema reportable con posterioridad a que éste haya sido publicado por el Servicio 
de Administración Tributaria cuyos efectos fiscales se consideren ilegales en virtud de una jurisprudencia aplicable a nivel 
nacional a dicho esquema, salvo que este esquema haya sido proporcionado por un asesor fiscal y éste no haya efectuado 
la notificación prevista en el penúltimo párrafo del artículo 197 de este Código. Dicha sanción tiene un margen de entre 
$100,000 y $ 5´000,000.

Al respecto, les recuerdo que en el pasado los tribunales jurisdiccionales ya han emitido criterios en el sentido de que 
para que las autoridades fiscales puedan imponer una multa superior al límite inferior, se encuentran obligadas a fundar y 
motivar las razones para su decisión de imponer dichas cantidades superiores, tomando en cuenta diversas circunstancias 
tales como reincidencia, gravedad, dolo, etc.

Nueva facultad de fiscalización para el Asesor Fiscal.
En la iniciativa se propone facultar a las autoridades fiscales para practicar visitas domiciliarias a los asesores fiscales, a 
fin de verificar el cumplimiento a las normas relativas a los esquemas reportables.

Caducidad. 
Finalmente, y no por ello menos importante, se adiciona como un supuesto para suspender el plazo de caducidad, respecto 
a un esquema reportable no revelado o revelado de forma incompleta o con errores, hasta en tanto no se tenga conocimiento 
de la existencia del esquema reportable o de la información faltante o correcta.

Comentarios finales
Muy probablemente a partir del año 2020, ser Asesor Fiscal podría considerarse por parte de las aseguradoras como 
personas que realizan una actividad de alto riesgo, similar a actividades como volar parapentes, corredor de autos 
deportivos, buzos, etc. y tener una póliza muy cara o ser sujetos no asegurables.
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Un aspecto importante a solucionar en los distintos gremios es el de la Confidencialidad y/o secreto profesional, por ejemplo, 
en el caso de los Contadores, la sección 140 del Código de Ética Profesional  prohíbe la divulgación de información de sus 
clientes, lo cual desde luego considero que puede hacerse valer en los tribunales en caso de tener comentarios de parte 
de las autoridades fiscales.



Autor:
CPC Jorge Nájar Fuentes
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Comisión Fiscal
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La fórmula para determinar la utilidad fiscal o en su caso la base gravable se genera del resultado de disminuir a los 
ingresos acumulables las deducciones autorizadas por la LISR; entre estas últimas se encuentran las inversiones, las 
cuales serán deducibles aplicando un porciento máximo dependiendo del tipo de inversión de que se trate. La deducción 
de las mismas debe llevarse a cabo aplicando las reglas de la Sección II del Capítulo I, del Título I, ya que así lo dispone 
expresamente el artículo 27, fracción II, de la misma.

En lo que se refiere a la definición inversiones, la encontramos en el artículo 25 fracción IV de la LISR. 

Artículo 25. Los contribuyentes podrán efectuar las deducciones siguientes:

IV. Las inversiones.
Para efectos de esta Ley se deben considerar inversiones los activos fijos, los gastos y cargos diferidos y las 
erogaciones realizadas en periodos pre operativos y cuya deducción se efectuará mediante aplicación de los por 
cientos señalados para tal efecto en la propia Ley.

Este concepto de inversiones en materia fiscal equivale al de depreciación y amortización que se utilizan para efectos 
contables.

No se debe pasar por alto lo que establece el artículo 28 de la LISR, que señala como no deducibles los   gastos e 
inversiones, en la proporción que representen los ingresos exentos respecto del total de ingresos del contribuyente.  A 
través de este artículo se impide la deducibilidad de los gastos relacionados con inversiones no deducibles  como lo son: 
casas de recreo, casas habitación o comedores que no se destinen a todos los trabajadores, embarcaciones sin concesión 
o permiso del Gobierno Federal para ser explotados comercialmente, etc., esto en relación a que, si la inversión no es 
estrictamente indispensable para los fines del negocio, los gastos relacionados con los mismos tampoco serán deducibles.

Es importante dejar en claro la diferencia entre gasto e inversión para efectos del Impuesto Sobre la Renta, para lo cual los 
Tribunales han considerado que:

RENTA. GASTO E INVERSIÓN. DIFERENCIAS PARA EFECTOS DE SU DEDUCIBILIDAD EN EL IMPUESTO SOBRE 
LA RENTA

El artículo 22 de la Ley del Impuesto sobre la Renta precisa los conceptos que tiene derecho a deducir el contribuyente, 
entre los que se encuentran los gastos y las inversiones.

Sin embargo, la propia ley establece un tratamiento diferente para la aplicación de dichos conceptos, el cual atiende a que 
los gastos pierden potencial para generar ingresos en el futuro, ya que sólo tienen significado y efectos en el ejercicio al 
cual corresponden; mientras que las inversiones (específicamente los activos fijos), en términos generales, pierden 
dicho potencial para generar ingresos de manera paulatina y conforme se deprecian por su uso, incidiendo en 
la consecución de los fines de la empresa, no sólo en el ejercicio en que se eroga el costo correspondiente, sino que 
trasciende a varios periodos fiscales.
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En consecuencia, tratándose de erogaciones conceptuadas como gastos, su deducción debe realizarse en atención a 
las normas contenidas en los artículos 22, fracción III, 24, fracción III y, 25, fracción IV, de la ley citada, esto es, en el 
ejercicio fiscal en que se realizaron, en tanto que respecto de las inversiones, concretamente de bienes de activo fijo, la 
deducción correspondiente debe hacerse en términos de las reglas señaladas en los artículos 41, 42 y44 del ordenamiento 
mencionado, vía depreciación y en los diversos ejercicios fiscales que correspondan al caso.

Contradicción de tesis 134/2003-SS. Entre las sustentadas por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Cuarto Circuito. 30 de enero de 2004. Unanimidad de cuatro 
votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: María Dolores Omaña Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 11/2004. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del trece de febrero de dos mil cuatro.

El artículo 32 de la LISR señala como inversiones: los activos fijos, los gastos y cargos diferidos y las erogaciones realizadas 
en periodos pre operativos; asimismo dicho ordenamiento esclarece las definiciones siguientes:

Activo fijo: conjunto de bienes tangibles que utilizan los contribuyentes para la realización de sus actividades y que se 
demeritan por el uso en el servicio del contribuyente y por el transcurso del tiempo.

Gastos diferidos: son los activos intangibles representados por bienes o derechos que permiten reducir costos de 
operación, mejorar la calidad o aceptación de un producto, usar, disfrutar o explotar un bien, por un periodo limitado, inferior 
a la duración de la actividad de la persona moral.

Cargos diferidos: aquellos que permiten reducir costos de operación, mejorar la calidad o aceptación de un producto, 
usar, disfrutar o explotar un bien, por un tiempo limitado, inferior a la duración de la actividad de la persona moral; excepto 
los relativos a la explotación de bienes del dominio público o a la prestación de un servicio público concesionado, pero cuyo 
beneficio sea por un periodo ilimitado que dependerá de la duración de la actividad de la persona moral, y

Erogaciones realizadas en periodos pre operativos: tienen por objeto la investigación y el desarrollo, relacionados con 
el diseño, la elaboración, el mejoramiento, el empaque o la distribución de un producto, así como con la prestación de 
un servicio; siempre que las erogaciones se efectúen antes de que el contribuyente enajene sus productos o preste sus 
servicios, en forma constante

Además de reunir los requisitos para   la deducibilidad de las inversiones que establece el artículo 27 de la LISR, es 
importante recordar que algunos aspectos especiales que se deben tomar en cuenta para la deducción de inversiones:

Se consideran como inversiones las reparaciones y adaptaciones a las instalaciones que impliquen mejoras al activo fijo
Las inversiones en automóviles convencionales solo serán deducibles hasta por un monto de $175,000 a $250,000 para 
los que cuenten con motor de combustión interna o accionado por hidrógeno.

Las inversiones en casas habitación (no se incluyen las casas de recreo) y en comedores, que no estén a disposición 
de todos los trabajadores de la empresa, siempre que el contribuyente conserve como parte de su contabilidad, la 
documentación con la que acredite que los bienes se utilizan por necesidades especiales de su actividad y presente el 
aviso correspondiente ante el SAT.

Tratándose de aviones, la deducción se calcula considerando como monto original de inversión (MOI) máximo, una cantidad 
equivalente a $8’600,000.00 (en caso de que el contribuyente se dedique al arrendamiento, el MOI no tendrá límite).

En caso fusión o escisión de sociedades, los valores sujetos a deducción no deberán ser superiores a los valores pendientes 
de deducir en la sociedad fusionada o escindente.
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Las comisiones y los gastos derivados de la emisión de obligaciones o de cualquier otro título de crédito, colocados entre 
el gran público inversionista, o cualquier otro título de crédito, se tienen que deducir anualmente en proporción a los pagos 
efectuados para redimir dichas obligaciones o títulos, en cada ejercicio.

Las construcciones, instalaciones o mejoras en activos fijos tangibles, propiedad de terceros son deducibles en términos 
de la deducción de inversiones, y las regalías, se pueden hacer deducibles únicamente cuando las mismas hayan sido 
efectivamente pagadas.

Existe la inquietud acerca del tratamiento de la deducción de las camionetas llamadas pick-up ya que no son precisamente 
automóviles. La Ley del Impuesto sobre la Renta (ISR) establece que las inversiones en automóviles sólo serán deducibles 
hasta por un monto de $175,000. 

La definición de automóvil la encontramos en el Artículo 3-A del Reglamento de la Ley del ISR, siendo aquel vehículo 
terrestre para el transporte de hasta diez pasajeros, incluido el conductor. Al no estar ubicados los vehículos pick-up en 
esta definición, entonces no se limitaría su deducción al monto de   $175,000 pesos, pudiendo realizarse la misma en el 
porcentaje que establece el artículo 34, fracción VI de la Ley del ISR, al 25%.

Afortunadamente existe el Criterio Normativo del SAT “27/ISR/N publicado el 27 de diciembre de 2017, el cual que confirma 
dicha deducción sobre el total del valor de dichas camionetas: Deducciones del ISR. Los vehículos denominados pick up 
son camiones de carga”.

Para efectos del Impuesto al Valor Agregado pagado en la compra de este tipo de equipo de transporte, sería acreditable 
en su totalidad, ya que reúne todos los requisitos para hacerla deducible en el Impuesto Sobre la Renta.



Autor:
Lic. Ricardo Carrillo Romero
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Época: Décima Época 
Registro: 2020644 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 20 de septiembre de 2019 10:29 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: (II Región)1o.7 A (10a.) 
RECONSIDERACIÓN ADMINISTRATIVA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 36, TERCER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN. AL CONSTITUIR UNA REVISIÓN DE CARÁCTER EXTRAORDINARIO, NO AUTORIZA UN 
DERECHO PROBATORIO.
El precepto legal referido establece que las autoridades fiscales podrán, discrecionalmente, revisar las resoluciones 
administrativas de carácter individual no favorables a un particular, emitidas por sus subordinados jerárquicamente, en la 
inteligencia de que, cuando se “demuestre” fehacientemente que éstas se dictaron en contravención a las disposiciones 
en la materia podrán, por una sola vez, modificarlas o revocarlas en beneficio del contribuyente, siempre y cuando éste 
no hubiere interpuesto medios de defensa y, además, hayan transcurrido los plazos para presentarlos, sin que, desde 
luego, haya prescrito el crédito fiscal; además, en su cuarto párrafo señala que dicha revisión no constituiría una instancia. 
Ahora, el concepto “demostrar”, que deriva de esa norma, es de carácter indeterminado, en tanto que, conforme a una 
interpretación gramatical, en su vertiente semántica, se traduce en hacer evidente la verdad de cierta cosa “mediante 
prueba o algún razonamiento”, de modo que para definir si dicha noción autoriza un derecho probatorio o que, en cambio, 
debe entenderse como una mera revisión de actualización extraordinaria que excluye la posibilidad para el promovente de 
ofrecer pruebas que no aportó durante el procedimiento fiscalizador, se surte la necesidad de complementar esa visión con 
los diversos métodos de interpretación, en específico, el sistemático a coherentia, así como el funcional, en sus dimensiones 
teleológica y de reducción al absurdo. Ello, porque a partir de ese ejercicio hermenéutico se desprende que el único 
significado válido que debe prevalecer, es el que atañe a que dicha demostración es sólo en un plano argumentativo, esto 
es, a través de la exposición clara y contundente de argumentos que revelen que la decisión correspondiente fue dictada 
contra derecho, mas no a nivel probatorio. Lo anterior, en la medida en que: (i) acorde con la integridad de ese precepto, 
se colige que dicho examen únicamente se limita a “revisar” los términos en que fue dictada la resolución respectiva, a la 
luz de las alegaciones esgrimidas, sin que pueda acudirse a elementos convictivos ajenos a los que consideró la potestad 
emisora al momento de pronunciar el acto administrativo, pues de concluir en sentido contrario, se tornaría incompatible la 
precisión realizada por el legislador, concerniente a que la nombrada reconsideración no constituye una instancia (criterio 
sistemático a coherentia); (ii) conforme a la exposición de motivos de la iniciativa que presentó el Poder Ejecutivo Federal 
y que dio lugar a la adición del tercer y cuarto párrafos al artículo 36 del Código Fiscal de la Federación, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995 y lo razonado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación al resolver el amparo en revisión 387/2004, la configuración de la reconsideración administrativa 
estribó en eliminar la realización de interpretaciones discrecionales de disposiciones en esa materia por parte de las 
autoridades jerárquicamente inferiores, lo que revela que la creación de ese medio excepcional fue para establecer un 
autocontrol interno de legalidad, a petición del interesado, que encuentra sus límites en los términos en que fue emitido 
el acto administrativo desfavorable para el particular, sin que pueda soportarse con base en elementos probatorios que 
inicialmente no fueron tomados en consideración (enfoque funcional teleológico); y, (iii) no podría autorizarse un derecho 
probatorio, porque ello significaría pasar por alto las múltiples oportunidades probatorias y plazos que conformaron el 
procedimiento fiscalizador de origen (interpretación funcional de reducción al absurdo); sin que sea aplicable el principio 
pro persona, como regla hermenéutica, para concluir que de ese numeral emerge una nueva oportunidad probatoria para 
el contribuyente, pues en términos de la tesis aislada 1a. CCLXIII/2018 (10a.), de la Primera Sala del Alto Tribunal, esa 
directriz solamente puede concretizarse hasta que se agoten los métodos de interpretación aludidos y prevalezcan dos 
sentidos que puedan reputarse objetivamente válidos y, en la hipótesis explicada, subsiste exclusivamente el que elimina 
la posibilidad del promovente de presentar elementos de prueba; perspectiva que debe preferirse, pues de no hacerlo, la 
solución del asunto no se sustentaría propiamente con base en la interpretación de la norma, sino que ésta sería cambiada 
por otra.
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA SEGUNDA REGIÓN.
Amparo en revisión 61/2019 (cuaderno auxiliar 380/2019) del índice del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Segundo Circuito, con apoyo del Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con 
residencia en San Andrés Cholula, Puebla. 7 de junio de 2019. Mayoría de votos. Disidente: Rubén Paulo Ruiz Pérez. 
Ponente: Roberto Obando Pérez. Secretario: Alan Malcolm Bravo de Rosas.
Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa al amparo en revisión 387/2004 y la tesis aislada 1a. CCLXIII/2018 
(10a.), de título y subtítulo: “INTERPRETACIÓN CONFORME Y PRINCIPIO DE INTERPRETACIÓN MÁS FAVORABLE 
A LA PERSONA. SU APLICACIÓN TIENE COMO PRESUPUESTO UN EJERCICIO HERMENÉUTICO VÁLIDO.” citadas, 
aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, enero de 2007, 
página 1510; en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 61, Tomo I, diciembre de 2018, página 337, registros 
digitales: 19893 y 2018696, respectivamente.
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020638 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 20 de septiembre de 2019 10:29 h 
Materia(s): (Constitucional, Administrativa) 
Tesis: 2a./J. 120/2019 (10a.) 
PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. EL ARTÍCULO 70 DEL REGLAMENTO 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE PREVÉ UN REQUERIMIENTO DE INFORMACIÓN ADICIONAL, NO 
CONTRAVIENE LOS PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY Y DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA.
La principal finalidad del procedimiento previsto en el artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación es establecer un 
marco de condiciones que –mediante una presunción iuris tantum– se orienta a descubrir la verdadera naturaleza de los 
documentos con los que los contribuyentes que expiden y los que reciben comprobantes pretenden amparar un acto o 
actividad determinada. Si dentro de las facultades que el legislador otorga a la autoridad administrativa se encuentran el 
valorar las pruebas pertinentes y concluir su idoneidad para liberar al contribuyente de una presunción en su contra, un 
segundo requerimiento de información no altera el contenido del mencionado artículo 69-B. Más bien, este requerimiento 
adicional –que es acorde con las facultades de valoración de la autoridad administrativa– funge como complemento a la 
ley al optimizar la consecución de los fines deseados. Así, no se trata de un aspecto de la materia fiscal que tenga que ser 
desarrollado, necesariamente, mediante una norma legal y, por tanto, el artículo 70 del Reglamento del Código Fiscal de 
la Federación no es exorbitante o contrario a la disposición pertinente del código tributario, por lo que no contraviene los 
principios de reserva de ley y de subordinación jerárquica.
SEGUNDA SALA
Contradicción de tesis 252/2019. Entre las sustentadas por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito y el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en 
Naucalpan de Juárez, Estado de México. 7 de agosto de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.
Tesis y criterio contendientes:
Tesis (I Región)8o.50 A (10a.), de título y subtítulo: “PRESUNCIÓN DE OPERACIONES INEXISTENTES AMPARADAS EN 
COMPROBANTES FISCALES. EL ARTÍCULO 70 DEL REGLAMENTO DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL 
PREVER EN EL PROCEDIMIENTO RELATIVO LA POSIBILIDAD DE UN SEGUNDO REQUERIMIENTO DE INFORMACIÓN 
Y UN PLAZO ADICIONAL PARA PROPORCIONARLA, NO ESTABLECIDOS EN EL PROPIO CÓDIGO, TRANSGREDE 
LOS PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY Y DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA.”, aprobada por el Octavo Tribunal 
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Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de México, 
y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de abril de 2017 a las 10:32 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 41, Tomo II, abril de 2017, página 1780; y,
El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 
290/2018.
Tesis de jurisprudencia 120/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiuno 
de agosto de dos mil diecinueve. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020701 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 27 de septiembre de 2019 10:36 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: III.6o.A.18 A (10a.) 
REVISIÓN FISCAL. SI EN LA SENTENCIA RECURRIDA SÓLO SE ANULÓ UN PORCENTAJE DEL CRÉDITO 
IMPUGNADO, EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO PUEDE LIQUIDARLO MEDIANTE OPERACIONES 
ARITMÉTICAS SIMPLES PARA DETERMINAR LA PROCEDENCIA DE ESE RECURSO EN RAZÓN DE LA CUANTÍA.
Si ante la Sala Regional del Tribunal Federal de Justicia Administrativa se demanda la nulidad de un crédito fiscal que 
excede el monto previsto en el artículo 63, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, pero 
en la sentencia se declara la nulidad para el efecto de que la autoridad descuente de la cantidad requerida un porcentaje, 
es inconcuso que para determinar la procedencia del recurso de revisión fiscal en razón de la cuantía de ese asunto, debe 
atenderse únicamente a las obligaciones anuladas y no al monto total de las impugnadas en el juicio. Por tanto, la cuantía 
del asunto es el porcentaje que se determinó descontar de la cantidad a requerir al actor, el cual, si bien no se encuentra 
en cantidad líquida, puede liquidarse por el Tribunal Colegiado de Circuito que conozca del recurso mediante operaciones 
aritméticas simples, pues para un caso análogo, como lo es, tratándose de contribuciones que deban determinarse o 
cubrirse por periodos inferiores a doce meses, el segundo párrafo de la fracción citada prevé que deben efectuarse 
operaciones aritméticas para obtener la cuantía del asunto; de ahí que si de éstas se obtiene que el porcentaje que resultó 
de la parte anulada no rebasa la cantidad prevista por el artículo analizado, el recurso de revisión fiscal es improcedente, 
porque solamente la parte de la sentencia en la que se establece la nulidad del requerimiento por esa porción es la que 
será materia de revisión, y es evidente que sólo en esa medida se afecta el interés de la recurrente, pues la parte restante 
del requerimiento de pago quedó intocada.
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO.
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 3/2019. Directora de lo Contencioso de 
la Dirección General Jurídica de la Secretaría de Finanzas y Administración del Poder Ejecutivo del Estado de Michoacán, 
en representación de la Secretaría de Finanzas y Administración del Gobierno del Estado de Michoacán de Ocampo. 7 de 
agosto de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Mario Alberto Domínguez Trejo. Secretario: Javier Alexandro González 
Rodríguez.
Esta tesis se publicó el viernes 27 de septiembre de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020700 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 27 de septiembre de 2019 10:36 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: III.6o.A.17 A (10a.) 
REVISIÓN FISCAL. PARA DETERMINAR LA PROCEDENCIA DE ESE RECURSO EN RAZÓN DE LA CUANTÍA, 
ÚNICAMENTE DEBE CONSIDERARSE LA PORCIÓN DEL CRÉDITO ANULADO EN LA SENTENCIA RECURRIDA.
Conforme a la jurisprudencia 2a./J. 36/95, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
para establecer la cuantía del asunto y determinar la procedencia del recurso de revisión fiscal en términos del artículo 63, 
fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, deben considerarse dos datos: uno, concerniente 
a la cuantía que la ley señala como necesaria para la procedencia del recurso y, otro, relativo a la cuantía propia del asunto. 
Luego, si ante la Sala Regional del Tribunal Federal de Justicia Administrativa se demanda la nulidad de un crédito fiscal 
que excede el monto previsto en la porción normativa mencionada, pero en la sentencia recurrida se declara la nulidad para 
el efecto de que la autoridad descuente de la cantidad requerida un porcentaje, es inconcuso que para determinar la cuantía 
del asunto debe atenderse únicamente al interés afectado en la sentencia en cuanto al monto resultante con motivo de la 
nulidad declarada y no al total de lo impugnado en el juicio anulatorio. Por tanto, para la procedencia del recurso señalado 
sólo debe considerarse la porción del crédito anulado, siempre que de los razonamientos contenidos en la sentencia se 
advierta que el vicio detectado no fue de forma, sino de fondo, como lo es, por ejemplo, cuando la Sala determine que la 
obligación era divisible, declarándose el derecho a que se descontara del monto requerido una fracción porcentual.
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO.
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 3/2019. Directora de lo Contencioso de 
la Dirección General Jurídica de la Secretaría de Finanzas y Administración del Poder Ejecutivo del Estado de Michoacán, 
en representación de la Secretaría de Finanzas y Administración del Gobierno del Estado de Michoacán de Ocampo. 7 de 
agosto de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Mario Alberto Domínguez Trejo. Secretario: Javier Alexandro González 
Rodríguez.
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 36/95, de rubro: “REVISIÓN FISCAL. BASES PARA DETERMINAR SU 
PROCEDENCIA, POR RAZÓN DE CUANTÍA.” citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo II, agosto de 1995, página 191, registro digital: 200749.
Esta tesis se publicó el viernes 27 de septiembre de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020687 
Instancia: Plenos de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 27 de septiembre de 2019 10:36 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: PC.I.A. J/153 A (10a.) 
PROCEDIMIENTOS DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN. LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA AL 
PROPORCIONAR LA INFORMACIÓN RELATIVA A CONDONACIÓN DE CRÉDITOS FISCALES, NO SE ENCUENTRA 
OBLIGADA A LLAMAR PREVIAMENTE A LOS CONTRIBUYENTES BENEFICIADOS CUYOS DATOS SON REVELADOS, 
PUES NO CUENTAN CON UN DERECHO OPONIBLE.
En los procedimientos, en los que se proporciona el acceso a la información relacionada con la condonación de créditos 
fiscales, no se debe llamar previamente a los contribuyentes cuyos datos fueron revelados, pues en atención a la 
naturaleza pública de la información solicitada, es evidente que puede ser divulgada sin el consentimiento de sus titulares, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 117, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 
por lo que el Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales no 
está obligado a otorgar a las sociedades que fueron beneficiadas con la condonación fiscal, el derecho fundamental de 
audiencia reconocido en el artículo 14 constitucional, para que puedan hacer valer lo que a su derecho convenga.
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
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Contradicción de tesis 31/2018. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado, y el Décimo Sexto Tribunal Colegiado, 
ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 25 de junio de 2019. Mayoría de trece votos de los Magistrados: Julio 
Humberto Hernández Fonseca, Jesús Antonio Nazar Sevilla, María Elena Rosas López, María Amparo Hernández Chong 
Cuy, Ricardo Olvera García, Clementina Flores Suárez, Edwin Noé García Baeza, Jesús Alfredo Silva García, J. Jesús 
Gutiérrez Legorreta, José Eduardo Alvarado Ramírez, Adriana Escorza Carranza, Hugo Guzmán López y María Alejandra 
de León González. Disidentes: Arturo Iturbe Rivas, Osmar Armando Cruz Quiroz, Oscar Fernando Hernández Bautista, 
Eugenio Reyes Contreras, Luz Cueto Martínez, Ernesto Martínez Andreu, Luz María Díaz Barriga y Martha Llamile Ortiz 
Brena. Ponente: Eugenio Reyes Contreras. Secretaria: Vanesa Zarate Vergara.
Criterios contendientes: 
El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 545/2017, y el diverso sustentado por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 540/2017.
Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del similar 8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los 
Plenos de Circuito, esta tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 31/2018, resuelta por el Pleno en 
Materia Administrativa del Primer Circuito.
Esta tesis se publicó el viernes 27 de septiembre de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de septiembre de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020763 
Instancia: Plenos de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 04 de octubre de 2019 10:14 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: PC.XIX. J/11 A (10a.) 
REVISIÓN FISCAL LA HIPÓTESIS DE PROCEDENCIA DE ESTE RECURSO ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 63, 
FRACCIÓN III, INCISO A), DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, NO SE 
ACTUALIZA CUANDO LA SALA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA AL DECLARAR LA 
NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, SE LIMITA A INVOCAR Y APLICAR EL ARTÍCULO 22 DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, SIN ANALIZAR EL SENTIDO QUE ENCIERRA DICHO PRECEPTO.
El artículo 63, fracción III, inciso a), de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo prevé que el recurso 
de revisión fiscal procede cuando el acto impugnado haya sido emitido por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
el Servicio de Administración Tributaria o las autoridades locales coordinadas en ingresos federales, y en la sentencia del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa impugnada se realice la “interpretación tácita o expresa de leyes o reglamentos 
fiscales”. Ahora bien, conforme a las jurisprudencias P./J. 46/91 y 1a./J. 34/2005 de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, interpretar una ley presupone el estudio o análisis de un precepto legal con la finalidad de descubrir el sentido 
que encierra, ya sea que se atienda a la voluntad del legislador o se investigue lo que quiso decir, el sentido lingüístico de 
las palabras que se utilizan o el sentido lógico objetivo de la ley como expresión del derecho. Consecuentemente, no se 
actualiza la hipótesis jurídica de procedencia del recurso de revisión fiscal por la interpretación tácita o expresa de leyes 
o reglamentos fiscales, cuando la Sala del Tribunal Federal de Justicia Administrativa declara la nulidad de la resolución 
impugnada, bajo el argumento de que la autoridad demandada no acreditó la devolución al contribuyente (actor) de una 
cantidad por concepto de saldo a favor del impuesto sobre la renta, como lo establece el artículo 22 del Código Fiscal de la 
Federación, al no demostrar que esa cantidad se hubiera abonado en la cuenta bancaria del actor en el juicio de nulidad. 
Por tanto, si la Sala, en dicha determinación, se limitó a invocar y aplicar un precepto legal, ello no implica que hubiere 
interpretado la norma, pues sus razonamientos no evidencian la voluntad del legislador ni tampoco el sentido lingüístico de 
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las palabras contenidas en el precepto o su sentido lógico objetivo, sino que sólo determina la subsunción de la norma, al 
establecer que un hecho jurídico reproduce la hipótesis contenida en una norma general como lo es el referido artículo 22; 
de ahí que no desarrolla una actividad de análisis dirigida a descubrir el sentido que encierra dicho precepto.
PLENO DEL DECIMONOVENO CIRCUITO.
Contradicción de tesis 2/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil, 
y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil, ambos del Décimo Noveno Circuito. 9 de julio de 
2019. Unanimidad de seis votos de los Magistrados Olga Iliana Saldaña Durán, José Clemente Cervantes, Guillermo 
Cuautle Vargas, Daniel Ricardo Flores López, Juan Antonio Trejo Espinoza y Artemio Hernández González. Ponente: José 
Clemente Cervantes. Secretario: Jorge Luis Beas Gámez.
Criterios contendientes:
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, al resolver 
la revisión fiscal 24/2018, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del 
Décimo Noveno Circuito, al resolver la revisión fiscal 16/2017.
Nota: Las tesis de jurisprudencia P./J. 46/91 y 1a/J. 34/2005 citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de 
la Federación, Octava Época, Tomo VIII, noviembre de 1991, página 39, y Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, abril de 2005, página 631, con los rubros: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA 
INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN PRECEPTO CONSTITUCIONAL, COMO SUPUESTO DE PROCEDENCIA, 
EXISTE CUANDO A TRAVÉS DE ELLA SE DETERMINAN EL SENTIDO Y EL ALCANCE JURÍDICOS DE LA NORMA 
CONSTITUCIONAL SOBRE LA BASE DE UN ANÁLISIS GRAMATICAL, HISTÓRICO, LÓGICO O SISTEMÁTICO.” y 
“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN ‘INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN PRECEPTO 
CONSTITUCIONAL’ COMO SUPUESTO DE PROCEDENCIA DE ESE RECURSO.”
En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
que reforma, adiciona y deroga disposiciones del similar 8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos 
de Circuito, esta tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 2/2019, resuelta por el Pleno del 
Decimonoveno Circuito.
Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 07 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020751 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 04 de octubre de 2019 10:14 h 
Materia(s): (Constitucional, Constitucional) 
Tesis: 2a. LXX/2019 (10a.) 
PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. EL ARTÍCULO 2o., FRACCIÓN I, INCISO I), ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO ESPECIAL RELATIVO, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD.
El precepto citado en la porción normativa indicada establece que para efectos de las especificaciones de la toxicidad 
aguda se atenderá a la tabla ahí señalada y su aplicación se sujetará a lo dispuesto en la Norma Oficial Mexicana “NOM-
232-SSA1-2009, Plaguicidas: que establece los requisitos del envase, embalaje y etiquetado de productos grado técnico 
y para uso agrícola, forestal, pecuario, jardinería, urbano, industrial y doméstico”, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 13 de abril de 2010, de lo cual se aprecia que es la autoridad administrativa la que determina la fórmula 
y categoría del plaguicida, sin que ello genere incertidumbre jurídica, pues no significa que la autoridad administrativa 
determine la tasa del impuesto especial sobre producción y servicios, porque el contenido en la Norma Oficial Mexicana 
representa aspectos técnicos que se relacionan con la clasificación de los plaguicidas que bien pueden describirse en esa 
disposición secundaria al tratarse del complemento de lo dispuesto en la ley reclamada. En consecuencia, el artículo 2o., 
fracción I, inciso I), último párrafo, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios que remite a la Norma 
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Oficial Mexicana no transgrede el principio de legalidad ni constituye indebida delegación de facultades legislativas en favor 
de la autoridad administrativa.
SEGUNDA SALA
Amparo en revisión 815/2015. Agroquímicos Rivas, S.A. de C.V. 20 de marzo de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Amparo en revisión 889/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otra. 22 de mayo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Amparo en revisión 948/2015. Grupo Bioquímico Mexicano, S.A. de C.V. 3 de julio de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020750 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 04 de octubre de 2019 10:14 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 2a. LXIX/2019 (10a.) 
PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. EL ARTÍCULO 2o., FRACCIÓN I, INCISO I), DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL 
RELATIVO, NO TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y CERTEZA JURÍDICA.
Si bien en el artículo indicado, en conjunto con el tercero del decreto de reformas, entre otras, a la Ley del Impuesto Especial 
sobre Producción y Servicios, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de diciembre de 2013, se estableció que 
sería la NOM-232-SSA1-2009 de 2009 la que regiría o establecería las especificaciones de los criterios para clasificar al 
plaguicida a partir de sus sustancias que lo componen y posteriormente la modificación a esa NOM emitida en 2012 sería 
la que complementaría esos aspectos, lo cierto es que debe atenderse a las especificaciones y métodos previstos tanto 
en la NOM-232-SSA1-2009 como a su modificación de 4 de abril de 2012, ya que aquélla no quedó derogada; por lo que 
dicho precepto, al remitir a la NOM mencionada no viola los principios de legalidad y certeza jurídica, ya que no genera 
incertidumbre al tratarse del complemento normativo para obtener la tasa del impuesto referido.
SEGUNDA SALA
Amparo en revisión 815/2015. Agroquímicos Rivas, S.A. de C.V. 20 de marzo de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Amparo en revisión 889/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otra. 22 de mayo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Amparo en revisión 1098/2015. Arysta Lifescience México, S.A. de C.V. 19 de junio de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Amparo en revisión 948/2015. Grupo Bioquímico Mexicano, S.A. de C.V. 3 de julio de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
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Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020749 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 04 de octubre de 2019 10:14 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 2a. LXVIII/2019 (10a.) 
PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. EL ARTÍCULO 2o., FRACCIÓN I, INCISO I), DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL 
RELATIVO, AL GRAVAR LA IMPORTACIÓN Y ENAJENACIÓN DE LOS PLAGUICIDAS DE TOXICIDAD AGUDA, NO 
CONSTITUYE UNA LEY PRIVATIVA.
El artículo mencionado, al gravar la comercialización de plaguicidas de toxicidad aguda, no constituye una ley privativa y, por 
tanto, no vulnera el artículo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al no contener disposiciones 
individualizadas, porque el impuesto surge respecto de toda enajenación o importación de los productos con la toxicidad 
apuntada y por su contenido contaminante, y tiene como destinatarios a todos los contribuyentes que realicen esa actividad.
SEGUNDA SALA
Amparo en revisión 1098/2015. Arysta Lifescience México, S.A. de C.V. 19 de junio de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Amparo en revisión 948/2015. Grupo Bioquímico Mexicano, S.A. de C.V. 3 de julio de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Amparo en revisión 1054/2015. Nueva Agroindustrias del Norte, S.A. de C.V. y otros. 7 de agosto de 2019. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020746 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 04 de octubre de 2019 10:14 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 2a. LXIII/2019 (10a.) 
NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-232-SSA1-2009 PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 13 
DE ABRIL DE 2010. RESPETA EL PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY.
La Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios en su artículo 2o., fracción I, inciso I), establece las categorías 
de peligro de toxicidad aguda de los plaguicidas y, en su parte final, prevé que la aplicación de la tabla de toxicidad se 
sujetará a lo dispuesto en la Norma Oficial Mexicana NOM-232-SSA1-2009, que prevé las especificaciones técnicas de 
clasificación de los plaguicidas. De ahí que si esta NOM establece los criterios o fórmulas de especificación para obtener 
el grado de toxicidad de los plaguicidas, sin modificar lo previsto en la ley, como es la tasa del impuesto relativo, respeta el 
principio de reserva de ley.
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SEGUNDA SALA
Amparo en revisión 815/2015. Agroquímicos Rivas, S.A. de C.V. 20 de marzo de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020740 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 04 de octubre de 2019 10:14 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 2a. LXVI/2019 (10a.) 
IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS RESPECTO DE PLAGUICIDAS DE TOXICIDAD AGUDA. 
LOS DERECHOS DE LIBRE ELECCIÓN DEL CONSUMIDOR Y A LA ALIMENTACIÓN NO SON APLICABLES A LAS 
PERSONAS MORALES QUE LOS COMERCIALIZAN.
Los derechos de libre elección del consumidor y a la alimentación no son susceptibles de atribuirse a personas morales que 
comercializan plaguicidas de toxicidad aguda, pues por su condición de entes abstractos y ficción jurídica no pueden gozar 
de la totalidad de los derechos privativos del ser humano, como ocurre con el derecho a la libre elección del consumidor y 
la alimentación que son connaturales a toda persona física; de ahí que esos derechos, en el caso de esos contribuyentes 
del impuesto, no pueden ser alegados en su carácter de personas morales.
SEGUNDA SALA
Amparo en revisión 889/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otra. 22 de mayo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Amparo en revisión 1054/2015. Nueva Agroindustrias del Norte, S.A. de C.V. y otros. 7 de agosto de 2019. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020740 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 04 de octubre de 2019 10:14 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 2a. LXVI/2019 (10a.) 
IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS RESPECTO DE PLAGUICIDAS DE TOXICIDAD AGUDA. 
LOS DERECHOS DE LIBRE ELECCIÓN DEL CONSUMIDOR Y A LA ALIMENTACIÓN NO SON APLICABLES A LAS 
PERSONAS MORALES QUE LOS COMERCIALIZAN.
Los derechos de libre elección del consumidor y a la alimentación no son susceptibles de atribuirse a personas morales que 
comercializan plaguicidas de toxicidad aguda, pues por su condición de entes abstractos y ficción jurídica no pueden gozar 
de la totalidad de los derechos privativos del ser humano, como ocurre con el derecho a la libre elección del consumidor y 
la alimentación que son connaturales a toda persona física; de ahí que esos derechos, en el caso de esos contribuyentes 
del impuesto, no pueden ser alegados en su carácter de personas morales.
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SEGUNDA SALA
Amparo en revisión 889/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otra. 22 de mayo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Amparo en revisión 1054/2015. Nueva Agroindustrias del Norte, S.A. de C.V. y otros. 7 de agosto de 2019. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020739 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 04 de octubre de 2019 10:14 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 2a. LXVII/2019 (10a.) 
IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS RESPECTO DE LA ENAJENACIÓN O IMPORTACIÓN DE 
PLAGUICIDAS DE TOXICIDAD AGUDA. SU FIN EXTRAFISCAL PERSIGUE UN OBJETIVO VÁLIDO.
El fin extrafiscal del impuesto especial sobre producción y servicios, respecto de la enajenación o importación de plaguicidas 
de toxicidad aguda, es combatir los daños a la salud de la población y al medio ambiente, al inhibir y desincentivar su 
consumo, porque el legislador consideró que su utilización contribuye a la contaminación y estimó que debe pagarse el 
impuesto sobre esos productos para: (I) desalentar conductas que afectan negativamente al medio ambiente y demeritan 
la salud del usuario; (II) mitigar o compensar las alteraciones o afectaciones al ambiente, recursos naturales y salud; y (III) 
utilizar controles biológicos. Por tanto, la medida adoptada por el legislador persigue un objetivo válido conforme a la teoría 
de las contribuciones.
SEGUNDA SALA
Amparo en revisión 815/2015. Agroquímicos Rivas, S.A. de C.V. 20 de marzo de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Amparo en revisión 1098/2015. Arysta Lifescience México, S.A. de C.V. 19 de junio de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Amparo en revisión 948/2015. Grupo Bioquímico Mexicano, S.A. de C.V. 3 de julio de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020738 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 04 de octubre de 2019 10:14 h 
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Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 2a. LXV/2019 (10a.) 
IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS RESPECTO DE LA ENAJENACIÓN O IMPORTACIÓN 
DE PLAGUICIDAS DE TOXICIDAD AGUDA. NO TRANSGREDE LOS DERECHOS A LA LIBRE COMPETENCIA Y 
CONCURRENCIA.
El artículo 2o., fracción I, inciso I), de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios no transgrede los derechos 
a la libre competencia y concurrencia tutelados en los numerales 25 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 34 y 39 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, 26 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, y 1 y 2 de la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, pues no genera desventaja alguna con la 
enajenación o importación de plaguicidas de toxicidad aguda al permitir la participación del contribuyente en el mercado 
con dicha comercialización. Aunado a que la medida impositiva no limita la libre concurrencia en el mercado de ese tipo 
de productos, ya que existe la posibilidad de que el público en general acceda a ellos pagando el impuesto referido, lo que 
se traduce en una medida de protección a la salud de la población y al medio ambiente, al ser el consumidor final quien 
resiente –en razón de la mecánica del impuesto– el impacto económico al adquirirlos y, con ello, en la medida de lo posible, 
inhibir o desincentivar su consumo.
SEGUNDA SALA
Amparo en revisión 889/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otra. 22 de mayo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Amparo en revisión 1098/2015. Arysta Lifescience México, S.A. de C.V. 19 de junio de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Amparo en revisión 948/2015. Grupo Bioquímico Mexicano, S.A. de C.V. 3 de julio de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Amparo en revisión 1054/2015. Nueva Agroindustrias del Norte, S.A. de C.V. y otros. 7 de agosto de 2019. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020729 
Instancia: Plenos de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 04 de octubre de 2019 10:14 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: PC.II.A. J/13 A (10a.) 
DEVOLUCIÓN DE DERECHOS QUE EL CONTRIBUYENTE ESTIMA PAGADOS INDEBIDAMENTE. SU RECLAMO 
DEBE PLANTEARSE ANTE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO MEDIANTE EL RECURSO DE 
INCONFORMIDAD PREVISTO EN EL ARTÍCULO 11-A DE LA LEY DE COORDINACIÓN FISCAL, PORQUE EL ESTADO 
DE MÉXICO ESTÁ ADHERIDO AL SISTEMA NACIONAL DE COORDINACIÓN FISCAL Y AL DE COORDINACIÓN EN 
MATERIA DE DERECHOS.
El artículo citado prevé que los afectados por el incumplimiento de disposiciones del Sistema Nacional de Coordinación 
Fiscal y de las de coordinación en materia de derechos por parte de una entidad federativa a la que se atribuye, pueden 



41BOLETÍN
TÉCNICO

presentar ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público recurso de inconformidad dentro de los 45 días hábiles 
siguientes a aquel en que haya surtido efectos la notificación del requerimiento o, en su caso, a partir de la fecha de pago 
de la contribución que corresponda. También establece que, de ser favorable al particular, después de dar intervención a la 
entidad federativa, la resolución del recurso podrá ordenar a la Tesorería de la Federación la devolución de las cantidades 
indebidamente cobradas, con cargo a las participaciones de la entidad. Además, el precepto 14 de la misma ley, dispone 
que las autoridades fiscales de las entidades adheridas a dicho sistema nacional, y las de sus Municipios, en su caso, serán 
consideradas autoridades fiscales federales cuando actúen en ejercicio de las facultades a que se refieren los convenios 
respectivos; aunado a que, contra los actos que éstas realicen cuando actúen de conformidad con dicho precepto, sólo 
procederán los recursos y medios de defensa que establezcan las leyes federales. Luego, tomando en consideración que 
el Estado de México está adherido al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, en virtud del convenio que celebró con 
la Secretaría citada; además que desde el 10 de octubre de 1992 la entidad indicada está coordinada en materia federal 
de derechos, conforme a la declaratoria que para tal efecto se realizó; y considerando que dicho estado convino en 
coordinarse respecto del ejercicio de sus facultades relacionadas con derechos federales establecidos en la Ley Federal de 
Derechos, acorde con el Convenio de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal, celebrado entre los gobiernos 
federal y del Estado de México, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2008; es claro que la 
autoridad ante la que debe plantearse el reclamo de devolución es la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, mediante 
el recurso de inconformidad, y en caso de que éste no resulte favorable para el particular, tendrá a su alcance el juicio de 
nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, porque el Estado de México está adherido al Sistema Nacional 
de Coordinación Fiscal, así como al de coordinación en materia de derechos. En las condiciones apuntadas y acorde con 
la restricción del artículo 14 de la legislación invocada, para dilucidar un planteamiento de tal naturaleza es improcedente 
el juicio ante el ahora Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, al no estar previsto en una ley federal, sino 
en un ordenamiento estatal, como el Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México.
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO.
Contradicción de tesis 7/2016. Entre las sustentadas por el Primer, el Segundo y el Tercer Tribunales Colegiados, todos 
en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 14 de noviembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Magistrados Julia 
María del Carmen García González, Mónica Alejandra Soto Bueno y David Cortés Martínez. Disidente: Víctor Manuel 
Méndez Cortés. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretario: Edgar Salgado Peláez.
Criterios contendientes:
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 
223/2016, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el 
amparo directo 317/2016, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo directo 223/2016.
Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del similar 8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los 
Plenos de Circuito, esta tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 7/2016, resuelta por el Pleno en 
Materia Administrativa del Segundo Circuito.
Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 07 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020723 
Instancia: Plenos de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 04 de octubre de 2019 10:14 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: PC.II.A. J/12 A (10a.) 
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CONVENIO DE COLABORACIÓN ADMINISTRATIVA EN MATERIA FISCAL FEDERAL CELEBRADO ENTRE 
LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO Y EL GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO. SU SOLA 
SUSCRIPCIÓN NO SUPONE LA COORDINACIÓN EN MATERIA DE DERECHOS.
De los artículos 1o., 10 y 13 de la Ley de Coordinación Fiscal, se colige que la adhesión de la entidad federativa al Sistema 
Nacional de Coordinación Fiscal tiene como finalidad armonizar el ejercicio de la potestad tributaria entre los órganos 
legislativos de los diversos órdenes de gobierno para evitar la doble tributación, y otorgar a las entidades participación en la 
recaudación de gravámenes de carácter federal. Ahora bien, el convenio de colaboración administrativa tiene como objetivo 
delimitar las facultades de las autoridades en materia de administración tributaria relativas a la ejecución de las normas 
fiscales para la recaudación, fiscalización y manejo de ingresos federales; sin embargo, la suscripción de este instrumento 
normativo no supone la coordinación en materia de derechos, en virtud de que, para considerar que la entidad federativa 
aceptó dicha coordinación y, por ende, no mantendrá en vigor los derechos estatales o municipales que se señalan en el 
artículo 10-A del ordenamiento federal citado, es necesario que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público haga y difunda 
en los medios de publicación oficial federal y local la declaratoria respectiva, con la indicación de que el Estado no tiene 
establecido o ha suspendido el cobro de aquellos derechos.
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO.
Contradicción de tesis 7/2016. Entre las sustentadas por el Primer, el Segundo y el Tercer Tribunales Colegiados, todos 
en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 14 de noviembre de 2017. Mayoría de tres votos de los Magistrados Julia 
María del Carmen García González, Mónica Alejandra Soto Bueno y David Cortés Martínez. Disidente: Víctor Manuel 
Méndez Cortés. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretario: Edgar Salgado Peláez.
Criterios contendientes:
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 
223/2016, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el 
amparo directo 317/2016, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo directo 223/2016.
Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del similar 8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los 
Plenos de Circuito, esta tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 7/2016, resuelta por el Pleno en 
Materia Administrativa del Segundo Circuito.
Esta tesis se publicó el viernes 04 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 07 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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En una época en la que los amparos contra leyes en materia fiscal aun y cuando no incidan en el pago de un impuesto, 
equivale en nuestra percepción a derrota segura en nuestros Juzgados y Tribunales Federales y eventualmente ante la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, encontramos pequeñas oportunidades en la legislación fiscal local que resultan 
en un noble beneficio para quienes acceden a dichas oportunidades.

Una de estas oportunidades, la concede el impuesto predial, el impuesto municipal por excelencia, donde los sujetos 
obligados a su pago, respecto de terrenos “baldíos”, esto es, predios urbanos no edificados, tienen la posibilidad de ir al 
amparo cada año y obtener la devolución de una parte del impuesto que pagaron, debido al trato inequitativo que reciben 
respecto del resto de los inmuebles objeto del impuesto.

Al respecto, en este artículo analizaremos el tema desde la perspectiva particular del Estado de Jalisco y sus Municipios, 
aun y cuando sea posible replicarlo en otros Estados y Municipios de nuestro País. Así, en primer término, es importante 
considerar los elementos esenciales del impuesto predial, para comprender su naturaleza y por ende los argumentos 
respecto de su trato inequitativo. Esto lo encontramos regulado en los artículos 92, 93, 94, 98, 99, 103, 104, 105, 106 de la 
Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, donde se contempla:

• Sujeto: Los propietarios, copropietarios, poseedores, condóminos y, en particular, incluso los fideicomitentes y 
fideicomisarios y todos aquellos a los que se refiere el artículo 93 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de 
Jalisco. 

• Objeto: La propiedad, la copropiedad, el condominio, la posesión, el usufructo, y el derecho de superficie de los 
predios, así como de las construcciones edificadas sobre los mismos. 

• Base: El valor fiscal de los predios y de las construcciones edificadas.

• Tasa: En este caso, la que fijen las Leyes de Ingresos de cada Municipio, según se trate de predio rústico u 
urbano, edificado o no edificado y de acuerdo con su extensión superficial.

• Época de pago: Dentro de los primeros quince días del primer mes de cada bimestre, o bien, por anualidades 
vencidas durante el mes de enero al año siguiente al que corresponda el pago, si en este último supuesto se trata 
de ejidos y comunidades agrarias.

De acuerdo a lo anterior, la tasa será la que encontremos en la Ley de Ingresos de cada Municipio, siendo en este elemento 
donde habremos de encontrar la violación constitucional, por lo que tomaremos a guisa de ejemplo, el caso de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Zapopan para el Ejercicio 2019, en el que el artículo 45, fracción II, inciso b), numeral 1, establece:

“Artículo 45.- Este impuesto se causará y pagará de conformidad con las disposiciones 
contenidas en el capítulo correspondiente a la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco 
y de acuerdo a lo que resulte de aplicar bimestralmente a la base fiscal las tasas a que se refiere 
este capítulo y demás disposiciones establecidas en la presente Ley de acuerdo a lo siguiente:

Tasa bimestral al millar
I. Predios rústicos:

a) Para predios rústicos cuyo valor real se determine en los términos de la Ley de Hacienda 
Municipal del Estado  de  Jalisco y Ley de Catastro Municipal del Estado de Jalisco,  sobre  el  
valor  determinado,  el:                   									      
				    0.23
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A las cantidades que resulten de aplicar la tasa contenida en el inciso anterior, se les adicionará 
una cuota fija de $3.00 bimestrales y el resultado será el impuesto a pagar.

II. Predios urbanos:

a) Predios edificados cuyo valor real se determine en los términos de la Ley de Hacienda 
Municipal del Estado de Jalisco sobre el valor determinado, el: 					   
									         0.23

b)(…) 

1. Predios no edificados con superficie de hasta 10,000 metros cuadrados, cuyo valor real se 
determine en los términos de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, sobre el valor 
determinado, el:                   									       
			   0.81

(…)”

De la lectura del numeral anterior, habremos de advertir, que para los predios urbanos no edificados, la tasa aplicable es de 
0.81 al millar, siendo una tasa mucho mayor a los predios rústicos o bien a los predios urbanos sí edificados.

Ello, constituye una clara violación al principio de equidad tributaria, previsto en el artículo 31, fracción IV, de Nuestra Carta 
Magna, ya que la fracción II, inciso b), numeral 1, del artículo 45 de la Ley de Ingresos del Municipio de Zapopan para el 
Ejercicio Fiscal del Año 2019, establecen un trato diferenciado para sujetos que se encuentran en la misma hipótesis de 
causación del tributo, puesto que, no obstante que al determinarse la base del impuesto, esto es, el valor fiscal del predio, 
ya se tomó en cuenta su “valor real”, así como el hecho de si encuentra edificado o no, empero, al remitir la ley a la tasa del 
impuesto que se deberá aplicar, hace una distinción que atiende a si el predio es rústico o urbano; y, en este último caso, 
referente a si está edificado o no, y sujeto a su extensión superficial.

Entonces, la tasa implementada en los preceptos referidos, atenta contra el principio de equidad de los tributos, pues, de 
la lectura sistemática de las porciones normativas impugnadas y de aquellos que guardan relación, no se advierte una 
justificación racional en función de que un predio esté construido o baldío, que motive la distinta tasa que le aplica a un 
lote de terreno urbano no edificado, a diferencia de aquellos que cuentan con construcción, lo cual constituye una franca 
violación al principio que nos ocupa consagrado por el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal.

En este sentido, nuestros Tribunales se han pronunciado por la inconstitucionalidad de las disposiciones que contengan un 
trato diferenciado como el aquí expuesto, sin haber una justificación válida para la variedad de tasas de impuesto predial 
, de ahí la oportunidad para los sujetos obligados al pago de dicho impuesto respecto de predios urbanos no edificados.

La oportunidad referida, consistirá en que, una vez realizado el pago anual del impuesto predial, interpongan demanda de 
amparo indirecto en contra de la porción normativa que impone la tasa mayor, dependiendo del municipio de que se trate, 
dentro de los quince días hábiles siguientes. El amparo entonces deberá interponerse cada año en virtud de que cada año 
se emiten las Leyes de ingresos para los diversos municipios del Estado de Jalisco.

Finalmente es importante mencionar que el efecto de la sentencia, según ha sido el caso en todas las sentencias favorables 
de que se tiene conocimiento, será que se ordene a la Tesorería del Municipio que corresponda, a que devuelva la cantidad 
que resulte de aplicar la tasa menor (0.23 al millar) y obtener la diferencia entre la cantidad pagada, es decir, la sentencia no 
habrá, en nuestra experiencia, de conceder el efecto de desincorporar por completo de la esfera jurídica del gobernado la 
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norma inconstitucional, pues esto llevaría al no pago del impuesto predial, sino que en una forma de legislar, la sentencia da 
el efecto de que el contribuyente pague la misma tasa menor que los demás contribuyentes, y se le devuelva la diferencia.

Así las cosas, año con año sigue resultando totalmente recomendable, revisar la Ley de Ingresos que corresponda y en su 
caso, agotar este amparo contra leyes en materia fiscal y obtener la devolución de una mayoría de lo pagado por impuesto 
predial en tratándose de predios urbanos no edificados (baldíos).

1Época: Décima Época, Registro: 2013540, Instancia: Plenos de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Publicación: viernes 
27 de enero de 2017 10:28 h, Materia(s): (Constitucional), Tesis: PC.III.A. J/24 A (10a.). PREDIAL. EL ARTÍCULO 41, FRACCIÓN II, INCISO B), DE LA LEY DE INGRESOS 
DEL MUNICIPIO DE ZAPOPAN, JALISCO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2015, AL ESTABLECER TASAS DIFERENCIADAS PARA PAGAR DICHO IMPUESTO, CUANDO 
SE TRATE DE PREDIOS URBANOS CON O SIN EDIFICACIÓN, TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA, AL NO ACREDITARSE UN FIN EXTRAFISCAL
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En la economía del país, los desarrollos de las inmobiliarias, así como la venta de terrenos que se adquieren o se venden 
y que tienen como forma de pago “efectivo”, pudieran ser realizados con recursos de procedencia ilícita. Por lo anterior, es 
necesario establecer el origen del dinero con el que se llevó a cabo la adquisición de los bienes mencionados; llevar formas 
de pagos más controladas, y transparentes, un completo control de identificación a través de la debida diligencia del cliente 
y el mantenimiento de registros.

El objetivo de este artículo es analizar los desarrollos inmobiliarios a la luz de la Ley Federal de Prevención e Identificación 
de Operaciones en Recursos de Procedencia Ilícita, (Ley PIORPI o Ley Anti-lavado) para concientizar a la población del 
impacto que representa los desarrollos de bienes Inmobiliarios que se generan con Dinero de Procedencia Ilícita, siendo 
una problemática que ha rebasado los ámbitos Nacional e Internacional.

La Ley Anti-lavado, dentro de su reglamentación busca prevenir los actos con recursos de procedencia ilícita dando como 
resultado entre otras cosas, que haya una economía más formal, regulando las formas de pago, para que haya menos 
lagunas en el conocimiento de la forma de registro.

La Ley Federal de Prevención e Identificación de Operaciones en Recursos de Procedencia Ilícita, conocida como Ley 
PIORPI  o ley Anti lavado, en su  artículo 17 en su fracción V dispone que se considera Actividad Vulnerable: “La prestación 
habitual o profesional de servicios de construcción o desarrollo de bienes inmuebles o de intermediación en la transmisión 
de la propiedad o constitución de derechos sobre dichos bienes, en los que se involucren operaciones de compra o venta 
de los propios bienes por cuenta o a favor de clientes de quienes presten dichos servicios” Nos menciona  que las personas 
que realicen  actividades vulnerables deben de dar aviso a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) por las 
operaciones realizadas a sus diversos clientes., y cuando estas  rebasen el umbral permitido.

El 16 de diciembre de 2016 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF) la Resolución de la UIF por la que se 
adiciona el formato oficial para la presentación de los avisos para quienes desarrollan inmuebles y fraccionamientos, y el 
02 de enero de 2017, entro en vigor la Resolución en la cual se deberá cumplir con la obligación de presentar los Avisos 
correspondientes a los actos u operaciones realizadas.

Por lo que, los constructores cada vez que inicien un desarrollo inmobiliario o que modifiquen la inversión proyectada 
para un desarrollo ya iniciado, deben informar a la UIF mediante la presentación de un Aviso. De acuerdo con el o los 
avisos  presentados, la UIF, verificara la información  plasmada, y si sospecha del origen de los  recursos, que sean  
de procedencia ilícita, será investigado, y en  un momento dado, se turnara el expediente  a la PGR para su debida  
investigación e integración.
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Son obligaciones de las inmobiliarias las que se desprenden de las Ley PIORPI, el Reglamento y las Reglas de Carácter 
General, con actividades vulnerables las siguientes: 

A). Nombrar ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a través
del Servicio de Administración Tributaria, a un representante encargado del cumplimiento, quien 
fungirá como enlace entre la entidad y la autoridad responsable.
B). Identificar a los clientes y usuarios mediante documentos oficiales y reunir copias de los 
mismos.
C). Resguardar la información y documentación que sirva de soporte, así como la que identifique 
a sus clientes o usuarios por un plazo de cinco años.
D). Brindar las facilidades necesarias a las autoridades para la realización, en su caso, de 
visitas de verificación.
E). Presentar los avisos ante la SHCP a más tardar el día 17 del mes inmediato siguiente y bajo 
el formato oficial que establezca la autoridad.
F). Los avisos deberán contener la información de identificación del cliente o usuario, así como 
una descripción de la actividad a reportar.
G). Abstenerse de llevar a cabo la operación, cuando los clientes o usuarios se nieguen a 
proporcionarla información o documentación solicitada.

En el caso de los servicios de construcción, desarrollo y constitución de derechos de bienes inmuebles o de intermediación 
en la transmisión de la propiedad, se puede pagar hasta un monto máximo de 8,025 UMAS $678,032.25 MXN en efectivo. 

Si el monto de la operación es mayor, se puede liquidar la diferencia con cualquier otra forma de pago, y está obligado a 
presentar aviso.

En operaciones de bienes inmuebles, las personas desean lavar el dinero ilícito, sea cual sea la procedencia, adquieren 
una o varias propiedades a bajo costo con dinero licito proveniente de un negocio regulado. A esta propiedad le hacen 
algunos arreglitos y la venden a precio de mercado, generando una ganancia o utilidad aparente, misma que se integra 
con el dinero lícito, y ahí se empieza a dar salida o mejor dicho a “lavar el dinero”, porque se declaran los ingresos “reales”, 
dándose las tres etapas: se separa el dinero producto del acto ilícito, integrándose al ingreso “licito normal”, se oculta el 
dinero en el negocio y, por último, se genera la ganancia respectiva.

Las señales de alerta, serían las personas que están involucradas indirectamente con la persona bloqueada por las 
instituciones financieras y que además presentan información falsa, que no tienen forma de comprobar el origen del dinero, 
o en el mejor de los casos, que no hay una razón de negocio.

De igual manera, el portal inmobiliario Lamudi, que analiza el comportamiento del mercado de bienes raíces en México para 
este 2019, menciona que la economía de la ciudad de Monterrey es considerada de las más altas en la república mexicana 
e incluso de América Latina. Comparándola con la de otras ciudades como Guadalajara, Puebla e incluso la Ciudad de 
México, ya que cuenta con muchas empresas extranjeras que sólo se conectan con el país a través de su página, por lo 
que, es más susceptible de atraer capitales ilícitos para participar en su creciente mercado de la construcción.

De acuerdo con el titular de la Unidad de Inteligencia Financiera, Nieto Castillo hace mención que “…GAFI, en su primera 
recomendación señala que debe de desarrollarse una Evaluación Nacional de Riesgos que permita tener un enfoque a 
las autoridades para combatir el lavado de dinero y sus delitos relacionados a partir de un análisis basado en los riesgos”. 
Explicó que en la actualidad se han multiplicado las conductas delictivas, y se prevé la implementación de una plataforma 
de Big Data para el procesamiento y análisis de grandes volúmenes de datos, tanto estructurados como no estructurados, 
y poder combatir las redes de la delincuencia organizada y de corrupción y poder llegar al beneficiario final. 
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En el mismo orden de ideas argumentó Nieto que “, de tal forma que se conocerá cuántas casas ha adquirido, el tipo de 
vivienda y esto, una vez implementado, aparte de crear certeza, crea incertidumbre al cliente cuando se esté manejando 
dinero de procedencia ilícita., siendo una importante herramienta de trabajo, así como en la toma de decisiones. Santiago 
Nieto indicó que el Big Data puede funcionar para desmantelar las redes de corrupción y que se tiene que generar un 
cambio cultural para el combate a la corrupción.

De ahí que, a través de las nuevas tecnologías y redes sociales, es factible poder conocer el bien inmueble, sin necesidad 
de visitarlo personalmente y eso te ahorra costos, habiendo un incremento considerable en la adquisición de estos bienes 
inmuebles, por la facilidad que esto representa. 

En el último año, la búsqueda de vivienda por internet aumentó 27%, según Cecilia Furfaro, general manager del portal 
Vivanuncios. Por eso, las estrategias apuntan a la tendencia que se conoce como ‘ropo’: buscar en línea, comprar en físico 
(research online, purchase offline).

Según la Asociación Mexicana de Profesionales Inmobiliarios (AMPI), se estima que durante el 2019 habrá un crecimiento 
de entre 5.25% y 6% en la industria inmobiliaria en el país, siendo Ciudad de México, Estado de México y Jalisco las 
entidades con mayor demanda tan solo en el sector residencial.

En otro orden de ideas, y como parte de la estrategia Nacional del Lavado de Dinero, la UIF planea a través de convenios 
con las autoridades Estatales, identificar a los lavadores de dinero, a través de su base de datos del predial, Registro de la 
compra de Inmuebles, y Registro público de la Propiedad, así como información financiera. 

En su última evaluación, el Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), criticó a México por la baja cantidad de 
acciones penales y condenas que registra por casos de lavado de activos, así como por las esporádicas ocasiones en las 
que realiza investigaciones financieras y señaló que:

“Se detectaron deficiencias significativas en el modo en que se investigan los casos de lavado de 
activos. Específicamente, solo muy raramente se realizan investigaciones financieras paralelas 
y el lavado de activos rara vez es perseguido penalmente como un delito autónomo. El nivel de 
corrupción que afecta a las autoridades del orden público (AOP), en particular en el ámbito de 
los estados, socava su capacidad para investigar y perseguir penalmente los delitos graves”, 
(GAFI 2018).

De acuerdo con una investigación de la firma LexisNexis Risk Solutions, las empresas financieras mexicanas gastan USD 
720 millones al año en prevenir el lavado de dinero, sin que repercuta de manera significativa en la disminución del crimen. 
Y es que, según su informe, el 76% de las empresas financieras reportan una pérdida de productividad en los procesos de 
prevención, con una inversión de hasta ocho horas o más en detectar, analizar e investigar un sólo expediente relacionado 
con el posible blanqueo de recursos.

El impacto que tiene en las empresas el proceso de prevención del lavado de dinero, Es entre el 3% y el 10% de los casos 
revisados por las instituciones financieras termina en un expediente reportado ante las autoridades. A ello se suma el hecho 
de que las operaciones de lavado de dinero crecen en promedio 20% anualmente, sin que el uso de nuevas tecnologías 
y servicios se desarrolle por igual.

A diferencia de los Estados Unidos, México no tiene un departamento del tesoro que esté siguiendo las transacciones ilícitas 
o que se presumen irregulares en instituciones bancarias, empresas o entre particulares, ni la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, ni la Procuraduría General de la República, investigan el lavado de dinero, todo lo relacionado con esas 
indagaciones proviene de investigaciones de los Estados Unidos con repercusiones en territorio nacional.
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La impunidad proporcionada por el gobierno de la república al no investigar apropiadamente y con buenos resultados el 
lavado de dinero y las transacciones con recursos de procedencia ilícita, crean una fuente corruptora del narcotráfico que 
todo lo toca, desde gobiernos, bancos, empresas, etc. La corrupción del narcotráfico, empieza en el gobierno mexicano 
incapaz, ineficiente, y en ocasiones cómplice.

En conclusión, el sector inmobiliario es uno de los más vulnerables y preferidos para lavar capitales e incurrir en faltas 
administrativas, es muy importante contar de un expediente con la información completa de la persona física o moral a la 
que se le vende, además de los manuales de políticas de identificación al cliente y estar al pendiente de que llegando a los 
topes requeridos, se está obligado a presentar o reportar mediante los avisos que para tal efecto menciona la SHCP.,  ya 
que de la información que se recabe, a través de los avisos, la UIF, analiza la información y realiza cruces con el SAT lo 
que hace posible detectar qué operaciones no son acordes a los ingresos reportados.
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